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Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez Flores 
García y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este tribunal apelativo Super Asphalt 

Pavement Corp., mediante el Recurso de Revisión Judicial de epígrafe 

solicitándonos que dejemos sin efecto la adjudicación de la Junta de 

Subastas del Municipio de Vega Alta a favor de Transporte 

Rodríguez Asfalto, Inc., en cuanto a la Subasta 01-2017-2018-032 

-Compra de Asfalto Frío, Caliente (Grueso, Fino) y Aceite 

Imprimación Recogido en Planta, notificada a los licitadores el 17 de 

julio de 2018. Argumentó la parte recurrente que el licitador 

agraciado no es el idóneo ni está hábil para cumplir con los 

requerimientos de la Subasta 01-2017-2018-032. 

Luego de examinar tanto el expediente apelativo como los autos 

originales de la Subasta, determinamos que procede confirmar la 

determinación impugnada.  
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I. 

 La Junta de Subastas del Municipio de Vega Alta (JSVA) 

publicó un aviso para las Subastas Generales para el Año Fiscal 

2018-2019. Entre ellas, la Subasta 01-2017-2018-032 -Compra de 

Asfalto Frío, Caliente (Grueso, Fino) y Aceite Imprimación Recogido 

en Planta.  

La apertura de la propuesta para esta subasta se anunció 

para el 5 de abril de 2018. Según surge de la Resolución recurrida, 

luego de la apertura se verificó que dos (2) compañías licitadoras, 

Transporte Rodriguez Asfalto, Inc. (Transporte Rodríguez o parte 

recurrida), y Super Asphalt Pavement Corp. (Super Asphalt o parte 

recurrente) comparecieron y presentaron en pliegos cerrados sus 

correspondientes proposiciones.  

Tras los trámites de rigor, el 31 de mayo de 2018 la JSVA 

notificó que la buena pro se le adjudicó a la compañía Transporte 

Rodríguez Asfalto, Inc. Inconforme, Super Asphalt presentó un 

recurso de revisión judicial ante esta segunda instancia judicial. No 

obstante, debido a que la notificación de adjudicación de subasta no 

fue adecuada, pues no incluyó una síntesis de las propuestas 

sometidas por todos los licitadores conforme lo requiere el Art. 

10.006(a) de la Ley de Municipios Autónomos, infra, desestimamos 

dicho recurso por falta de jurisdicción, debido a su presentación 

prematura.   

Acorde con lo anterior, el 11 de julio de 2018, notificada el 17 

de julio siguiente, la JSVA emitió una Resolución Enmendada 

detallando las ofertas recibidas por los licitadores y conforme a las 

mismas determinó adjudicar la buena pro de algunos de los servicios 

a Transporte Rodríguez. Según surge de la Resolución Enmendada, 

las ofertas recibidas para el Renglón 32 fueron las siguientes: 
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Item Number Item Description Item 
Unit 

Transporte 
Rodríguez 

Asfalto, Inc. 

Super Asphalt 
Pavement 

Corp. 

32-00005 Asfalto caliente tonelada 
(recogido) 

C/U $74.00 $75.50 

32-000010 Asfalto caliente Tonelada 
(Entregado) 

C/U $84.00 $85.00 

32-000015 Asfalto Frío Saco de 50 Libras 

(Recogido) 

C/U N/B No Bid 

32-000020 Asfalto frío Saco de 50 Libras 
(entregado) 

C/U N/B No Bid 

32-000025 Black Base Tonelada (Recogido) C/U $74.00 $75.50 
 

32-000030 Black Base Tonelada (Entregado) C/U $84.00 $85.50 

 

32-000035 Líquido de Imprimación Galón 
(Recogido) 

C/U $5.00 $5.00 

32-000040 Líquido de Imprimación Galón 
(Entregado) 

C/U N/B $10.00 

32-000045 Mogolla General M3 (Recogido) C/U N/B $50.00 
 

32-000050 Mogolla General M3 (Entregado) C/U N/B $80.00 
 

Conforme con ello, la JSVA adjudicó los subrenglones 32-

00005, 32-000010, 32-000025, 32-000030 y 32-000035 a 

Transporte Rodríguez, por ser dicho licitador el postor con los 

precios más bajos en los mismos y su oferta cumplir con los 

requisitos de la subasta. Los subrenglones 32-000015 y 32-000020 

no fueron adjudicados por falta de ofertas de los licitadores 

comparecientes. En relación con los subrenglones 32-000040, 32-

000045 y 32-000050, la JSVA detalló que no adjudicó los mismos a 

Super Asphalt, único licitador que ofertó en cuanto a ellos, pues no 

resultan en el mejor interés del Municipio.   

Inconforme con esta adjudicación, el recurrente presentó el 

recurso de revisión que nos ocupa señalando como único error el 

siguiente:  

COMETIÓ GRAVE ERROR LA JUNTA DE SUBASTAS 
DEL MUNICIPIO DE VEGA ALTA QUE INVALIDA LA 

ADJUDICACIÓN DE ESTA SUBASTA, AL ADJUDICAR 
LA SUBASTA A UN LICITADOR NO HÁBIL E IDÓNEO 
PARA CUMPLIR CON EL SUPLIDO ININTERRUMPIDO 
DE LOS SERVICIOS A CONTRATARSE EN VIOLACIÓN 
AL ARTÍCULO 11.006 DE LA LEY #81-1991, LEY DE 
MUNICIPIOS AUTÓNOMOS DE PUERTO RICO. 21 
LPRA SEC. 4506.1 

  

 La JSVA presentó una réplica y oposición a la solicitud de 

revisión judicial. Además, conforme a la Resolución emitida por este 

foro revisor, presentó los autos originales de la Subasta Núm. 1-

                                                 
1 La mencionada disposición legal fue renumerada como Art. 10.006 mediante la 

Sección 3 de la Ley núm. 30-1999.  
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2017-20180-32.  Oportunamente, Transporte Rodríguez también 

compareció ante nuestra consideración mediante una Alegato en 

oposición a recurso de revisión judicial.  

 Contando con la comparecencia de todas las partes, 

exponemos el derecho aplicable y conforme al mismo, resolvemos.  

II. 

A. Procedimiento de pública subasta 

El procedimiento de pública subasta es uno de suma 

importancia y está revestido del más alto interés público en pos de 

promover la inversión adecuada, responsable y eficiente de los 

recursos del Estado. Maranello, Inv. vj. Oficina de Administración de 

los Tribunales, 186 DPR 780, 793 (2012); Autoridad de Carreteras y 

Transportación v. CD Builders, Inc., 177 DPR 398, 404 (2009); 

Empresas Toledo v. Junta de Subastas, 168 DPR 771, 778-779 

(2006). Como la adjudicación de las subastas gubernamentales 

conlleva el desembolso de fondos del erario, “la consideración 

primordial al momento de determinar quién debe resultar favorecido 

en el proceso de adjudicación de subastas debe ser el interés público 

en proteger los fondos del pueblo de Puerto Rico.” Cordero Vélez v. 

Municipio de Guánica, 170 DPR 237, 245 (2007). A su vez, las 

subastas gubernamentales tienen como objetivo el establecer un 

esquema que asegure la competencia equitativa entre los licitadores, 

evitar la corrupción y minimizar los riesgos de incumplimiento. 

Aluma Constr. Corp. v. De Acueductos Alcantarillados, 182 DPR 776, 

783 (2011); Autoridad de Carreteras y Transportación v. CD Builders, 

Inc., supra. Véanse, además, Mar-Mol Co., Inc. v. Adm. Servicios 

Gens., 126 DPR 864, 871 (1990); Justiniano v. ELA, 100 DPR 334, 

338 (1971).     

Ahora bien, en Puerto Rico no hay una ley especial que aplique 

y regule los procedimientos de subastas para la adquisición de 

bienes y servicios por entidades gubernamentales, con excepción de 
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las normas aprobadas por la Administración de Servicios Generales 

(ASG) conforme al Plan de Reorganización de 2011, 3 LPRA Ap. XIX. 

Caribbean Communications v. Pol. de P.R., 176 DPR 978, 993 (2009). 

La ASG se creó en la Rama Ejecutiva como organismo responsable 

de implantar la política pública relacionada con las compras de 

bienes y servicios no profesionales para dicha rama de gobierno, así 

como para los municipios y corporaciones que determinen acogerse 

a la misma. Artículo 5 del Plan de Reorganización de 2011. De otro 

lado, a este procedimiento no le son aplicables las disposiciones de 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno, Ley 

núm. 38-2017 aprobada el 30 de junio de 2017, pues dicho estatuto 

excluyó de su definición de “agencia” a los gobiernos municipales. 

Por esto, queda a la discreción de cada municipio, como entidad con 

el conocimiento especializado, aprobar un reglamento que 

establezca el procedimiento y las guías a seguir en sus propias 

subastas a tenor con la Ley de Municipios Autónomos, Ley núm. 81-

1991, 21 LPRA Sec. 4001, et seq., AEE v. Maxon, 163 DPR 434, 440 

(2004).     

Ahora bien, dado que la adjudicación de las subastas 

gubernamentales conlleva el desembolso de fondos del erario, dichos 

procedimientos están revestidos de un gran interés público y 

aspiran a promover una sana administración pública. Marina Costa 

Azul v. Comisión, 170 DPR 847 (2007); A.E.E. v. Maxon, 163 DPR 

434, 438-39 (2004). El propósito de regular la realización de obras 

y la contratación de servicios para el Gobierno, mediante los 

sistemas de subastas es proteger los intereses y dineros del pueblo 

al promover la competencia para lograr los precios más bajos 

posibles, evitar el favoritismo, la corrupción, el dispendio, la 

prevaricación, la extravagancia y el descuido al otorgar los contratos 

y minimizar los riesgos de incumplimiento. Perfect Cleaning v. 

Cardiovascular, 162 DPR 745 (2004); RBR Const., S.E. v. A.C., 149 
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DPR 836, 849 (1999); Mar-Mol, Co. v. Adm. Servicios Gens., 126 DPR 

864 (1990); Cancel v. Municipio de San Juan, 101 DPR 296, 300 

(1973); Justiniano v. ELA, 100 DPR 334, 338 (1971). Por lo tanto, los 

tribunales tienen el deber de asegurarse de que las 

instrumentalidades públicas cumplen con la ley, con sus propios 

procedimientos y que tratan de forma justa a los licitadores al 

momento de adjudicar una subasta. RBR Const., S.E. v. A.C., supra, 

a la pág. 856.     

B.  Criterios de adjudicación de subastas municipales 
 

El Artículo 10.006(a) de la Ley de Municipios Autónomos (21 

LPRA sec. 4506) preceptúa lo siguiente:   

(a) Criterios de adjudicación. Cuando se trate de 
compras, construcción o suministros de servicios, la 
Junta adjudicará a favor del postor razonable más bajo. 
[…] La Junta hará las adjudicaciones tomando en 
consideración que las propuestas sean conforme a las 
especificaciones, los términos de entrega, la habilidad 
del postor para realizar y cumplir con el contrato, la 
responsabilidad económica del licitador, su reputación 
e integridad comercial, la calidad del equipo, producto 
o servicio y cualesquiera otras condiciones que se 
hayan incluido en el pliego de subasta. 
 
La Junta podrá adjudicar a un postor que no sea 
necesariamente el más bajo o el más alto, según sea el 
caso, si con ello se beneficia el interés público. En este 
caso, la Junta deberá hacer constar por escrito las 
razones aludidas como beneficiosas al interés público 
que justifican tal adjudicación.  
 
Tal adjudicación de una subasta será notificada a todos 
los licitadores certificando el envío de dicha 
adjudicación mediante correo certificado con acuse de 
recibo. En la consideración de las ofertas de los 
licitadores, la Junta podrá hacer adjudicaciones por 
renglones cuando el interés público así se beneficie. La 
Junta notificará a los licitadores no agraciados, las 
razones por las cuales no se le adjudicó la subasta. 
Toda adjudicación tendrá que ser notificada a cada uno 
de los licitadores apercibiéndolos del término 
jurisdiccional de diez (10) días para solicitar revisión 
judicial de la adjudicación ante el Tribunal de 
Apelaciones de conformidad con la sec. 4702 de este 
título.  
 
[…] 
 
(c) Garantías y fianzas. La Junta requerirá al licitador 
las garantías que estime necesarias a fin de asegurar el 
cumplimiento del contrato de compra y podrá fijar los 
demás términos de dicho contrato, que a su juicio, 
considere necesarios, convenientes o útiles. 21 LPRA 
sec. 4506 
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De lo antes dicho surge que, como norma general, un 

municipio adjudicará una subasta sobre suministros de servicio, de 

compras o de construcción al postor más bajo. El fin de esto es evitar 

que haya favoritismo, corrupción, extravagancia y descuido al 

otorgarse los contratos. Aluma Constr. Corp. v. De Acueductos 

Alcantarillados, supra. Sin embargo, dicho requisito no es inflexible. 

Como el interés público en este tipo de procedimiento es de gran 

peso a la hora de adjudicar, en ocasiones el mejor postor no siempre 

será el más bajo, sino el que, unido al interés público de economía 

gubernamental, tenga una mayor capacidad de pericia y eficiencia. 

Torres Prods. v. Junta Mun. Aguadilla, 169 DPR 886, 897 (2007). 

Ningún postor tiene un derecho adquirido en ninguna 

subasta. Great Am. Indem. Co. v. Gobierno de la Capital, 59 DPR 911, 

916 (1942).  

De otro lado, cabe destacar que la Oficina del Comisionado de 

Asuntos Municipales (OCAM) aprobó el Reglamento para la 

Administración Municipal de 2016, Reglamento Núm. 8873 de 19 

de diciembre de 20162, aplicable a todos los municipios, con el 

objetivo de “establecer normas y guías administrativas dirigidas a 

promover la eficiencia, la uniformidad y un buen gobierno 

municipal.” Además, proveerá a los municipios sistemas y 

procedimientos, basados en técnicas modernas de administración 

pública y en los principios de contabilidad generalmente aceptados, 

de manera que los municipios alcancen un mayor grado de 

autonomía. Reglamento Núm. 8873, Cap. I, Secciones 3 y 4. 

En cuanto al proceso de adquisiciones y subastas que los 

municipios deben ejecutar, el Capítulo VIII, Parte I, del Reglamento 

Núm. 8873, establece que regirá el principio de competencia para 

toda compra de materiales, suministros, comestibles, servicios, 

                                                 
2 Derogó el Reglamento Núm. 7539-2008. 
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medicinas, equipo y todo contrato para cualquier construcción, obra 

o mejora pública, Así, se adjudicará la compra o el servicio al postor 

responsable cuya oferta sea más ventajosa al Municipio, 

considerando el precio, y las especificaciones, términos y 

estipulaciones requeridas por el Municipio. Véase, Capítulo VIII, 

Sección 1, del Reglamento Núm. 8873.  

Más exhaustivamente, el Capítulo VIII, Parte II, Sección 11 del 

Reglamento Núm. 8873 establece los parámetros que la Junta de 

Subastas de cada municipio debe considerar al adjudicar una 

subasta. La referida sección dispone lo siguiente: 

(1) Subastas de Adquisición, Construcción y 
Suministros de Servicios No Profesionales: 

 
La adjudicación de las subastas de adquisición, 

se harán a favor del licitador que esté respaldado por 
un buen historial de capacidad y cumplimiento y que 
reúna los siguientes requisitos: 

 
a) que cumpla con los requisitos y condiciones 

de los pliegos de especificaciones; 
 
b) que sea la más baja en precio o que aunque 

no sea la más baja en precio, la calidad y/o garantías 
ofrecidas superan las demás ofertas o se justifique el 
beneficio de interés público de esa adjudicación. 

 
[…]  
 

Acorde con lo anterior, el Reglamento de Subastas del 

Municipio Autónomo de Vega Alta de 19 de febrero de 2014, establece 

que toda compra de materiales y/o, servicios, se efectuará mediante 

competencia al postor responsable cuya oferta sea más ventajosa al 

Municipio, considerando el precio y las especificaciones, términos y 

estipulaciones requeridas. Artículo 9.1 del Reglamento de Subastas 

del Municipio Autónomo de Vega Alta3.  

Así, el Artículo 9, sección 9.5, del aludido Reglamento define 

al licitador responsable como aquel que: 

                                                 
3 Aclaramos que, a pesar de que el Reglamento de Subastas del Municipio de Vega 

Alta fue aprobado al amparo del extinto Reglamento Núm. 7539 de la OCAM, las 
disposiciones sobre el procedimiento de las subastas no sufrieron cambios 

sustanciales en el Reglamento Núm. 8873, por lo cual el Reglamento de Subasta 

del Municipio de Vega Alta se mantiene vigente.  
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(1) Tiene recursos financieros adecuados para 
cumplir su obligación o la habilidad de obtener tales 
recursos. 

(2) Es capaz de cumplir con los términos 
requeridos o propuestos de entrega, según estipulados 
o requeridos. 

(3) Tiene un historial de cumplimiento 
satisfactorio. 

(4) Tiene un historial satisfactorio de integridad 
y ética comercial. 

(5) Tiene la organización, experiencia, 
contabilidad y controles operacionales y destrezas 
técnicas necesarias para cumplir sus obligaciones. 

(6) Tiene equipo técnico y facilidades necesarias, 
o la habilidad de obtener tal equipo y facilidades. 

(7) Está de otra forma cualificado y sea elegible 
para recibir una adjudicación de conformidad con las 

leyes y reglamentos aplicables.4 
  

 En cuanto al proceso de adjudicación de las subastas de 

adquisición, construcción y suministros de servicios no 

profesionales, el Artículo X, Sección 10.9 del Reglamento de 

Subastas del Municipio Autónomo de Vega Alta, dispone que:  

[…] 
 
La adjudicación de las subastas de adquisición, 

se harán a favor del licitador que esté respaldado por 
un buen historial de capacidad y cumplimiento y que 
reúna los siguientes requisitos: 

 
a) que cumpla con los requisitos y condiciones 

de los pliegos de especificaciones; 
 
b) que sea la más baja en precio o que aunque 

no sea la más baja en precio, la calidad o garantías 
ofrecidas superan las demás ofertas o se justifique el 
beneficio de interés público de esa adjudicación.5 

 

III. 

En el recurso de revisión judicial presentado, Super Asphalt 

objetó que la JSVA adjudicó la Subasta General 01-2017-2018-032, 

a Transporte Rodríguez, a pesar de que dicho licitador no es el 

idóneo ni está hábil para cumplir con el suministro ininterrumpido 

de asfalto que se requiere en la subasta.   

Super Asphalt pormenorizó que Transporte Rodríguez estaría 

supliendo el material asfáltico de una planta ubicada en el 

municipio de Manatí que le pertenece a Betteroads Asphalt, LLC., 

                                                 
4 Véase, también, Capítulo VII, Sección 5 del Reglamento Núm. 8873, supra.  
5  Los requerimientos expuestos en este acápite son los mismos que establece el 

Cap. VIII, Sección 11 del; Reglamento Núm. 8873, previamente citado. 
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compañía con la que otorgó un contrato de arrendamiento para el 

uso de las facilidades. Alertó que Betteroads Asphalt, LLC se 

encuentra atravesando un procedimiento involuntario de quiebras 

ante la Corte de Quiebras, donde varios acreedores, entre otros 

reclamos, impugnaron la validez del contrato de arrendamiento 

existente entre Transporte Rodríguez y Betteroads Asphalt., LLC. 

Argumentó la recurrente que, siendo ello así el contrato de 

arrendamiento podría quedar sin validez, lo que afectaría el 

cumplimiento de Transporte Rodríguez con los requerimientos de la 

subasta impugnada., entiéndase, el suplido de asfalto. También 

señaló que existe un pleito de ejecución de hipoteca contra 

Betteroads Asphalt, LLC ante el Tribunal de Primera Instancia, en 

el cual la planta de Manatí figura como garantía de un préstamo 

hipotecario, por lo que dicha propiedad podría ser ejecutada.  

Super Asphalt insistió en que lo anterior violentó el Art. 

10.006 de la Ley de Municipio Autónomos, supra, que establece 

entre los criterios a considerar para adjudicar una subasta, “la 

habilidad del postor para realizar y cumplir el contrato”.  

Por su parte, la JSVA alegó que no procede dejar sin efecto la 

adjudicación de la subasta por alegaciones que no fueron 

presentadas oportunamente ante el municipio. De otra parte, adujo 

que las expresiones que Super Asphalt trajo a colación versan sobre 

propiedades de un tercero que no licitó la subasta en controversia, 

por lo que no se le pueden atribuir a Transporte Rodríguez. A su vez, 

argumentó que de presentarse algún inconveniente con el 

suministro de asfalto, correspondía a Transporte Rodríguez 

garantizar el suplido del material licitado desde otras instalaciones 

físicas, y que de incumplirse la obligación el Municipio cuenta con 

acciones legales para exigir el cumplimiento de la obligación 

contratada con Transporte Rodríguez. La JSVA insistió en que la 

adjudicación se realizó conforme a la norma del postor más bajo, y 
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que aquellos renglones que fueron ofertados por Super Asphalt no 

se le adjudicaron, puesto que el precio no resultaba en el mejor 

interés del municipio.  

Finalmente, la JSVA manifestó que Transporte Rodríguez ha 

trabajado con anterioridad en el Municipio y ha cumplido 

satisfactoriamente sus obligaciones, por lo que la experiencia previa 

lo cualifica como un licitador idóneo. Entiende la JSVA que sin 

importar qué ocurra en el Tribunal de Quiebras, Transporte 

Rodríguez cumpliría con su obligación de suplir asfalto al Municipio.  

Por otro lado, Transporte Rodríguez también presentó su 

alegato en oposición. En síntesis, alegó que realizó trabajos con el 

Municipio de Vega Alta y siempre cumplió con su obligación, 

demostrando así que satisface los requisitos de un licitador 

responsable. Además, señaló que son dueños de dos plantas de 

asfalto localizadas en Hormigueros y Guayanilla y que arriendan, 

con opción a compra a ejecutarse en pocos meses, varias plantas 

localizadas en los municipios de Manatí, Ponce, Cabo Rojo, Arecibo, 

Aguada y Salinas, por lo que el suplido no se vería afectado.  

Respecto con la planta de Manatí, Transporte Rodríguez 

especificó que el contrato al cual hizo mención Super Asphalt no 

está vigente. Aclaró que al presente mantiene un contrato de 

arrendamiento con opción a compra con Betteroads Asphalt, con 

conocimiento del acreedor hipotecario, y que se encuentra en el 

proceso final de adquisición de la planta de Manatí. Asimismo, 

señaló que el proceso de quiebras contra Betteroads Asphalt, LLC 

no ha impedido o limitado la operación de la planta de Manatí. 

Expresó que las alegaciones de Super Asphalt son meras 

especulaciones y sin fundamento legal alguno. Por último, mencionó 

que tiene vigente una fianza a favor del Municipio como medida 

cautelar ante cualquier incumplimiento.   
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 Examinadas las alegaciones de todas las partes, 

determinamos que no existe razón alguna por la que tengamos que 

intervenir con la adjudicación de la subasta impugnada. Primero, 

conforme surge de la notificación de la adjudicación de la subasta, 

Transporte Rodríguez fue el postor más bajo, por lo que 

correspondía a este la buena pro de la subasta.  

Segundo, el expediente apelativo demuestra que Transporte 

Rodríguez es un licitador responsable conforme lo define el 

Reglamento de Subastas del Municipio de Vega Alta y el Reglamento 

Núm. 8873, pues cuenta con un historial de integridad, ética 

comercial, y cumplimiento satisfactorio. Conforme a contrataciones 

previas con el Municipio de Vega Alta, Transporte Rodríguez 

demostró tener la experiencia y destrezas técnicas para cumplir sus 

obligaciones, así como el equipo técnico y facilidades necesarias 

para cumplir con su labor, o la habilidad de obtener tal equipo y 

facilidades. Además, manifestó tener los recursos financieros 

adecuados para cumplir su obligación, lo que demostró al cumplir 

con el requerimiento de fianza. De lo anterior, surge que Transporte 

Rodríguez no fue solamente el postor más bajo, sino que cumple con 

ser un licitador responsable, y la adjudicación a su favor fue para 

beneficio del Municipio.  

Tercero, las alegaciones de Super Asphalt son especulativas y 

se fundamentan en un contrato inexistente cuando se tomó la 

determinación impugnada. El contrato al cual hizo referencia Super 

Asphalt es un Contrato de Subarrendamiento entre Puerto Rico 

Asphalt LLC y Transporte Rodríguez, el cual para la fecha de 

adjudicación de la subasta ya no estaba vigente. Consecuentemente, 

los argumentos que realizó Super Asphalt sobre ciertos párrafos del 

Contrato de Subarrendamiento no tienen validez alguna. Conforme 

surge del expediente apelativo, ante la culminación del contrato de 

subarrendamiento, el 1ro de abril de 2018, Betteroads Asphalt LLC 
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y Transporte Rodríguez firmaron un Contrato de Arrendamiento en 

relación con la planta de Manatí.6 En ese nuevo contrato se 

estableció que Transporte Rodríguez posee un contrato de opción de 

compraventa sobre la planta de Manatí; un derecho de adquisición 

preferente de compra para el asfalto producido en la planta, y 

libertad para participar en las subastas que entienda apropiadas 

para vender asfalto.7 Todo lo anterior establece que Transporte 

Rodríguez está cualificado para utilizar el producto de la planta, lo 

que demuestra que es un licitador idóneo y hábil para cumplir con 

los requerimientos de la subasta impugnada.   

 Conforme a todo lo anterior, concluimos que el requerimiento 

de Super Asphalt no procede, pues se fundamenta en prueba 

especulativa. La intención de Super Asphalt es que penalicemos a 

Transporte Rodríguez por la existencia de un pleito ante la Corte de 

Quiebras contra un tercero, Betteroads Recycling y, ante la 

posibilidad de que la planta sea ejecutada. Tanto el expediente 

apelativo como el expediente de la Subasta 01-2017-2018-032 

establece que Transporte Rodríguez fue el licitador más bajo, es un 

licitador responsable y está respaldado por un buen historial de 

capacidad y cumplimiento.  

 De otra parte, es norma firmemente establecida que los 

tribunales apelativos deben conceder gran deferencia a las 

determinaciones de las agencias administrativas, debido a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado que les han sido 

encomendados. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty, et al., 179 DPR 923 

(2010). Los procedimientos y las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de una presunción de regularidad y 

corrección. Por ello, quien alegue lo contrario tendrá que presentar 

                                                 
6 Véase apéndice del Alegato en oposición a recurso de revisión judicial presentado 

por Transporte Rodríguez.  
7 Íd., págs. 12 y 13,  
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evidencia suficiente para derrotar esta presunción, no pudiendo 

descansar en meras alegaciones. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 

(2003).   

Dicha norma se extiende al ámbito de las subastas 

gubernamentales. Caribbean Communications v. Pol. de P.R., supra, 

pág. 1006. En virtud de ello, quien pretenda impugnar una 

adjudicación realizada tendrá que demostrar fehacientemente que 

el criterio de selección se desvió de tal manera, que la decisión 

tomada fue arbitraria, caprichosa, o mediando fraude o mala fe. 

Ello, puesto que, una agencia, debido a su vasta experiencia y 

especialización, de ordinario, se encuentra en mejor posición que el 

foro judicial para determinar cuál fue el mejor licitador. Empresas 

Toledo v. Junta, supra, 779. Así, quien impugne la adjudicación 

realizada viene obligada a identificar en el expediente de la subasta 

aquella prueba que menoscabe la razonabilidad de la decisión 

tomada. Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 134-135 (1998). Por tal 

motivo, “[e]n ausencia de fraude, mala fe, o abuso de discreción, 

ningún postor tiene derecho a quejarse cuando otra proposición es 

elegida como la más ventajosa”. Torres Prods. V. Junta Mun. 

Aguadilla, 169 DPR 886, 898 (2007) citando a Great Am. Indem. Co. 

v. Gobierno de la Capital, 59 DPR 911, 16 (1942). 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

adjudicación de la subasta aquí impugnada. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


